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 3823 REAL DECRETO 186/2007, de 9 de febrero, por 
el que se modifica el Real Decreto 1129/1988, 
de 30 de septiembre, de delimitación de la 
zona de promoción económica de Melilla.

Por Real Decreto 1129/1988, de 30 de septiembre, se 
creó y delimitó una zona de promoción económica en 
Melilla, con arreglo a lo dispuesto en el Real Decreto 1535/
1987, de 11 de diciembre, por el que se aprueba el Regla-
mento de la Ley 50/1985, de 27 de diciembre.

Posteriormente, el Real Decreto 1325/2001, de 30 de 
noviembre modificó los artículos 2, 4.1, 9 y 12 del Real 
Decreto 1129/1988 para adaptarlo a la autorización comu-
nitaria de 11 de abril de 2000.

Por otra parte, el 4 de marzo de 2006 el Diario Oficial 
de la Unión Europea publicó las Directrices sobre las Ayu-
das de Estado de Finalidad Regional para el periodo 2007-
2013 (2006/C 54/08) en virtud del compromiso adoptado 
por los Estados Miembros en el Consejo Europeo de Esto-
colmo sobre reducción global de las ayudas públicas y su 
reorientación hacia objetivos horizontales de interés 
común. En ellas se fijan las reglas según las cuales las 
ayudas de Estado tienen por objeto favorecer el desarro-
llo de las regiones más pobres, determinan los criterios 
para la selección de las regiones que pueden optar a las 
ayudas regionales y definen los techos de las mismas. 
Asimismo el punto 38 de dichas directrices establece 
como condición para que un proyecto de inversión pueda 
obtener ayuda regional que antes de comenzar los traba-
jos del mismo se presente la solicitud y que la autoridad 
nacional confirme por escrito que el proyecto, en princi-
pio, puede recibir la ayuda.

El artículo 3.1.(b) del Reglamento CE n.º 1628/2006
de 24 de octubre de 2006, relativo a la aplicación de los 
artículos 87 y 88 del Tratado CE a las ayudas regionales a 
la inversión, publicado en el Diario Oficial de la Unión 
Europea el 1 de noviembre de 2006, contempla la posibi-
lidad de exención de la obligación de notificación del 
artículo 88, apartado 3, del Tratado a los regímenes que 
incluyan una referencia expresa a dicho Reglamento, 
citando su título y referencias de publicación en el Diario 
Oficial de la Unión Europea.

En la actualidad, teniendo en cuenta la situación 
socioeconómica de esta comunidad autónoma, se hace 
preciso continuar aplicando en ella la política de incenti-
vación regional, con el objeto de favorecer su desarrollo, 
fomentando la actividad económica, adaptándola a las 
nuevas directrices comunitarias y dentro de los límites de 
la Decisión de la Comisión Europea Ayuda Estatal N 626/2006, 
de 20 de diciembre de 2006.

Se han cumplido las actuaciones del Consejo Rector y 
de la comunidad autónoma, previstas en los artículos 5.1 
y 5.2 del Real Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, y en 
la Ley 50/1985, de 27 de diciembre.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y 
Hacienda, previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión de 9 de febrero de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decreto 1129/1988, 
de 30 de septiembre, de creación y delimitación de la 
zona de promoción económica de Melilla.

El Real Decreto 1129/1988, de 30 de septiembre, de 
creación y delimitación de la zona de promoción econó-
mica de Melilla, queda modificado como sigue:

Uno. El artículo 2 queda redactado del siguiente 
modo:

«1. Los incentivos regionales que podrán con-
cederse en dicha zona no podrán sobrepasar el por-

centaje máximo del 30 por ciento sobre la inversión 
aprobada hasta el 31 de diciembre de 2010 y desde 
el 1 de enero de 2011 en el porcentaje que definitiva-
mente se asigne por real decreto de acuerdo con las 
Directrices sobre las Ayudas de Estado de Finalidad 
Regional para el periodo 2007-2013 (2006/C 54/08) y 
la Decisión de la Comisión Europea Ayuda Estatal N 
626/2006, de 20 de diciembre de 2006.

2. Ningún proyecto que se acoja a los incenti-
vos regionales en virtud de este real decreto podrá 
recibir otras ayudas financieras, cualquiera que sea 
su naturaleza y el órgano o Administración que las 
conceda, excepto las que se deduzcan del artículo 16 
del Real Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, que, 
acumuladas a las previstas en la presente norma-
tiva, sobrepasen los límites sobre concurrencia de 
ayudas financieras a que se hace referencia en el 
artículo 14 del Real Decreto 1535/1987, de 11 de 
diciembre.»

Dos. El artículo 4 queda redactado del siguiente 
modo:

«Artículo 4.
El plazo de vigencia de la presente zona de pro-

moción económica, a los efectos de solicitar las 
ayudas que se determinan en este real decreto, fina-
lizará el día 31 de diciembre de 2013.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior 
esta fecha puede ser adelantada, atendiendo a las 
circunstancias que puedan presentarse, mediante 
Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, a 
propuesta del Consejo Rector.»

Tres. El artículo 8 queda redactado del siguiente 
modo:

«Artículo 8.
Los proyectos de inversión que pretendan aco-

gerse a los beneficios previstos en esta zona de 
promoción económica deberán cumplir además los 
siguientes requisitos:

Ser viables técnica, económica y financiera-
mente.

Autofinanciarse al menos, en un 30 por ciento de 
su inversión aprobada. Dependiendo de cada pro-
yecto podrá exigirse un porcentaje superior.

La inversión no podrá iniciarse antes del 
momento en que el órgano competente de la comu-
nidad autónoma haya confirmado por escrito al 
solicitante que el proyecto, sujeto al resultado final 
derivado de una verificación detallada es, a primera 
vista, susceptible de ser elegible en cumplimiento 
de las condiciones generales de localización y de 
inversión productiva, sin que se presuponga el cum-
plimiento del resto de las condiciones que deban 
exigirse para la concesión de los incentivos regiona-
les y por lo tanto sin que ello prejuzgue la decisión 
que finalmente se adopte.

A estos efectos se considerarán iniciadas las 
inversiones cuando exista cualquier compromiso en 
firme de adquisición de bienes o de arrendamiento 
de servicios que afecten al proyecto. Por ‘‘inicio de 
las inversiones’’ se entiende, o bien el inicio de los 
trabajos de construcción, o bien el primer compro-
miso en firme para el pedido de equipos, con exclu-
sión de los estudios previos de viabilidad.»

Disposición final primera. Habilitación.

Se autoriza al Ministro de Economía y Hacienda para 
dictar, a propuesta del Consejo Rector, las disposiciones 
necesarias en desarrollo y ejecución de este real decreto, 
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así como para modificar los límites cuantitativos previs-
tos en los artículos 7.1 a), 7.1 b) y 7.1 c) del Real Decreto 
1129/1988, de 30 de septiembre, cuando las circunstancias 
lo aconsejen.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día 1 de 
enero de 2007.

Dado en Madrid, el 9 de febrero de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Segundo del Gobierno
y Ministro de Economía y Hacienda,

PEDRO SOLBES MIRA 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE GALICIA

 3824 LEY 1/2007, de 15 de enero, de la Academia 
Gallega de Seguridad Pública.

Exposición de motivos

La seguridad constituye una de las principales preocu-
paciones de cualquier sociedad, y una de las obligaciones 
de la Administración pública es satisfacer las demandas 
que en esa materia le plantean los ciudadanos. En la lla-
mada sociedad de los riesgos se asume que la ausencia 
de todo peligro es sólo un ideal inalcanzable pero, al 
menos, se exige conjurar aquellas amenazas para la segu-
ridad más previsibles y evitables.

Entendida la seguridad pública de manera integral, 
abarcando tanto la seguridad ciudadana como la lucha 
contra amenazas de origen no personal, parece oportuno 
concebir también integralmente el proceso formativo de 
sus gestores. Por ello, en el organismo encargado a nivel 
autonómico de impartir esa formación, el Centro de Estu-
dios Judiciales y Seguridad Pública de Galicia, debe lle-
varse a cabo un proceso de ampliación de su objeto que, 
junto a los tradicionales cursos formativos dirigidos a las 
policías locales de Galicia y a otros cuerpos policiales, 
bomberos y protección civil, ponga en marcha otros que 
afectan a determinados colectivos vinculados igualmente 
a la seguridad pública.

Iniciada ya la formación continua complementaria de 
los miembros de las carreras judicial y fiscal en virtud del 
artículo 3.1.b) de la Ley 1/2005, de 4 de enero, resulta ade-
cuado proseguir con la misma, dado el papel esencial que 
el Poder Judicial y el Ministerio Fiscal desarrollan en la 
gestión de la seguridad pública. Por ello se mantienen las 
relaciones de cooperación con el órgano de gobierno del 
Poder Judicial y con el Ministerio de Justicia contribu-
yendo a la formación de los jueces y fiscales exclusiva-
mente en el campo de la seguridad.

Por otra parte, según dispone el artículo 80.4.º de la 
Ley orgánica general penitenciaria, antes de iniciar su 
actividad los funcionarios penitenciarios deberán recibir 
la formación específica, tanto teórica como práctica, en el 
centro adecuado que reglamentariamente se determine, 
que no es otro que el Centro de Estudios Penitenciarios 
creado por el Real decreto 1885/1996, de 2 de agosto, de 
estructura orgánica básica del Ministerio del Interior. Con 
arreglo a la Orden de 10 de febrero de 2000, la función 

fundamental de ese centro va a ser la de formación y per-
feccionamiento de todo el personal al servicio de la Admi-
nistración penitenciaria sin perjuicio de las funciones de 
selección en los cursos de formación inicial que tengan 
carácter selectivo. Y podrá realizar también actividades 
complementarias que permitan mejorar la formación y la 
investigación en materia penitenciaria. Señala también la 
citada norma estatal que el Centro de Estudios Penitencia-
rios mantendrá relaciones de cooperación con centros de 
formación de las administraciones públicas.

Por ello, más allá de las competencias estatales en la 
formación de estos funcionarios de la Administración del 
Estado, la Xunta de Galicia considera útil participar en su 
formación de manera complementaria mediante las opor-
tunas relaciones de cooperación con la Administración 
estatal, especialmente en un panorama como el actual 
con un crecimiento constante de la población carcelaria y 
el surgimiento de nuevas situaciones problemáticas deri-
vadas de las características de los internos, originarios 
muchos de ellos de entornos culturales muy variados y 
bien diferentes del nuestro, con repercusiones evidentes 
en el campo de la seguridad.

También la seguridad privada merece ser contem-
plada en la presente ley. A nadie se le oculta el espectacu-
lar incremento que en los últimos años está producién-
dose en este sector y las dificultades de formación que 
está padeciendo un colectivo omnipresente en la vida 
cotidiana y que colabora de manera complementaria y 
subordinada con la policía, dentro de sus restringidas 
competencias, en el mantenimiento de la seguridad 
pública. Aunque el Estado tiene competencia exclusiva 
sobre la materia, y así resulta tanto de lo dispuesto en el 
artículo 149.1.29.º de la Constitución española como en la 
Ley estatal 23/1992, de 30 de julio, de seguridad privada, 
desarrollada por el Reglamento de seguridad privada 
aprobado por el Real decreto 2364/1994, de 9 de diciem-
bre, la Xunta de Galicia considera útil participar en su 
formación de manera complementaria mediante las opor-
tunas relaciones de cooperación con la Administración 
estatal.

Asimismo, los agentes forestales cumplen un impor-
tante papel en la seguridad pública, ostentando la condi-
ción de agentes de la autoridad y ejerciendo funciones de 
policía judicial en el ámbito de la protección forestal. La 
Ley 10/2006, de 28 de abril, por la que se modifica la 
Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de montes, encomienda 
a los agentes forestales funciones de policía y custodia de 
los bienes jurídicos de naturaleza forestal y la de policía 
judicial en el sentido genérico tal como establece el apar-
tado 6.º del artículo 283 de la Ley de enjuiciamiento crimi-
nal. Por todo ello, parece adecuado que la Academia 
Gallega de Seguridad Pública dirija también su acción 
formativa hacia estos profesionales.

Finalmente, pero no menos importante, cabe destacar 
que este centro de formación, que también lo será de 
investigación en las materias que le son propias, va a aco-
ger a los alumnos aspirantes a integrarse en las distintas 
escalas de la que será la policía de Galicia, una verdadera 
policía autonómica cuya inminente creación resulta auto-
rizada tanto por el Estatuto de autonomía de Galicia como 
por la Ley de fuerzas y cuerpos de seguridad.

El prestigio que el Centro de Estudios Judiciales y 
Seguridad Pública de Galicia ha conseguido en el campo 
de la formación en materia de seguridad garantiza el 
exacto cumplimiento de estas nuevas funciones que con-
templa la presente ley, aunque ello obligará a hacer algu-
nos cambios, como será la articulación de una nueva 
estructura orgánica de la que pasará a denominarse, reto-
mando parcialmente su viejo nombre, Academia Gallega 
de Seguridad Pública.

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia aprobó 
y yo, de conformidad con el artículo 13.2.º del Estatuto de 
Galicia y con el artículo 24 de la Ley 1/1983, de 23 de 


